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42 La búsqueda de una vivienda en régimen de alqui-
ler se convierte en un objetivo casi imposible para 
quienes no disponen de rentas económicas o éstas 
son escasas, cuestión que se dificulta más cuando 
no se tiene una nómina con la que responder a los 
pagos de la mensualidad ni quien te avale. 

En la Defensoría se reciben quejas que nos trasladan 
las dificultades para encontrar una vivienda de alqui-
ler, en un mercado en el que los precios suelen estar 
por encima de la capacidad económica de las perso-
nas sin recursos estables cuando no sin ingresos, y sin 
un parque público de viviendas que dé respuesta a sus 
necesidades. 

Ni tan siquiera quienes son beneficiarios del Ingreso 
Mínimo Vital, que por sus características ofrece una 
respuesta a familias con ingresos insuficientes, reúnen 
condiciones para contratar un alquiler en el mercado 
privado. 

La intermediación para 
el alquiler: un recurso 
imprescindible para la 
población más vulnerable

Es una de esas situaciones de desamparo que se pro-
duce dejando a las personas indefensas para propiciar 
a sus familias un techo en el que residir. Es cuando acu-
den a la administración, principalmente a los servicios 
sociales solicitando una solución a sus problemas. 

Si bien existen algunos programas para ofrecer ayu-
das puntuales, como son las ayudas de emergencia de 
los ayuntamientos, éstas precisamente por ese carác-
ter “puntual” no aportan la solución al problema, dado 
que la situación de vulnerabilidad económica de una 
persona no revierte en pocos meses, es más se agrava 
con el tiempo. 

Las ayudas al alquiler para personas vulnerables, 
contempladas en el Plan Vive (Plan de vivienda, reha-
bilitación y regeneración urbana de Andalucía), aun-
que aportan un tiempo de estabilidad económica a 
quienes encuentran un alquiler asequible, tampoco es 
una solución que resuelva este tipo de problemas dado 

https://www.juntadeandalucia.es/organismos/fomentoarticulaciondelterritorioyvivienda/areas/vivienda-rehabilitacion/planes-instrumentos/paginas/plan-vive-principal.html
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que la principal dificultad se encuentra en buscar un 
arrendador que esté dispuesto a fiarse de la capacidad 
económica del arrendatario. 

Es aquí cuando cobra una especial importancia los pro-
gramas de intermediación para el  alquiler. En las quejas 
tramitadas hemos podido conocer algunas prácticas 
de referencia que han podido dar respuestas a quienes 
han necesitado un respaldo para afianzar el alquiler de 
la vivienda. 

Así el Plan de Ayudas al acceso a una vivienda de alqui-
ler a familias en situación de exclusión social y necesi-
dad urgente de vivienda del Instituto Municipal de la 
Vivienda de Málaga (en adelante IMV), puede ser tenido 
en cuenta como un referente para el apoyo de quienes 
encuentran dificultades para la búsqueda del alquiler 
y no disponen de una red de apoyo familiar. 

Es ésta una ayuda de carácter excepcional y urgente 
para  el pago del alquiler de la vivienda habitual, de 
quienes estando empadronados en el municipio de 
Málaga, con la antigüedad que se publiquen en las ba-
ses de la convocatoria, se encuentren en situaciones 
de exclusión social y con necesidad urgente de vi-
vienda, que deberán ser valoradas por el Área de Dere-
chos Sociales del Ayuntamiento de Málaga.  

Para obtener la condición de beneficiario de esta ayu-
da, se ha de ser solicitante del Registro Municipal de 
Demandantes y aportar “una propuesta de contrato de 
arrendamiento de vivienda” sometido a la Ley 29/1994 
de 24 de noviembre de Arrendamientos Urbanos con 
destino a residencia habitual y permanente.  

Unas ayudas con carácter plurianual, previstas para 
cuatro años, pudiendo prorrogarse hasta un quinto, que 
se van reduciendo con el paso de las distintas anualida-
des desde el 100% de la renta mensual hasta el 30% en 
el último semestre del cuarto año. 

Las ayudas se abonan a la persona arrendadora tras 
la firma del contrato por adelantado, más la fianza y los 
honorarios profesionales que generan las búsquedas y 
gestión del arrendamiento de la vivienda, siendo éstos 
últimos conceptos necesarios para facilitar la búsqueda 
de vivienda. 

En las quejas tramitadas 
hemos podido conocer 
algunas prácticas de 
referencia que han podido 
dar respuestas a quienes 
han necesitado un respaldo 
para afianzar el alquiler de 
la vivienda.

Si bien el contrato de arrendamiento se suscribe entre 
arrendador y arrendatario, asumiendo éstos últimos 
todas las obligaciones legales que les corresponden 
por tal relación jurídica, sin que el IMV forme parte del 
contrato, se suscribe en dependencias municipales y 
ante un empleado municipal o facultativo designado, 
debiendo comprobar previamente que la vivienda se 
encuentra en un estado de habitabilidad idóneo y que 
la renta se ajusta al mercado. 

Una cuestión ésta que aporta una doble seguridad, 
a los propietarios de las viviendas al conocer que los 
inquilinos cuentan con un respaldo económico y por 
otro lado a los inquilinos que accederán a un inmueble 
en condiciones adecuadas para su uso. 

Hemos de destacar las referencias a los compromisos 
que han de asumir las personas beneficiarias, dado que 

https://imv.malaga.eu/opencms/export/sites/imv/.content/galerias/descargas-oficina-derecho-vivienda/BOP-Malaga-23-01-24-Publicacion-PAA-5-Ampliacion-del-plazo-vigencia-hasta-31-12-27-y-de-la-dotacion-presupuestaria.pdf
https://imv.malaga.eu/opencms/export/sites/imv/.content/galerias/descargas-oficina-derecho-vivienda/BOP-Malaga-23-01-24-Publicacion-PAA-5-Ampliacion-del-plazo-vigencia-hasta-31-12-27-y-de-la-dotacion-presupuestaria.pdf
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por sus especiales características requieren un apoyo 
para superar los obstáculos que les impiden acceder al 
mundo laboral en igualdad de condiciones.  

Así, entre los requisitos a tener en cuenta para la valora-
ción de las unidades familiares se contempla un com-
promiso de colaboración mediante la firma de un 
proyecto de intervención social tanto por el personal 
profesional encargado del seguimiento como por las 
personas, que, formando parte de la unidad familiar, 
deben cumplir los compromisos socio laborales, que 
serán objeto de seguimiento cada año para poder re-
novar la ayuda.  

Cada miembro de la unidad familiar que haya firmado 
el compromiso deberá realizar las acciones relacionadas 
con la búsqueda activa de empleo, a través de la rea-
lización de los currículos, la asistencia a determinados 
cursos de formación acordados en base a sus caracte-
rísticas formativas y laborales que posibiliten el fomento 
de la inserción sociolaboral como medida prioritaria de 
la intervención social, a renovar su tarjeta de demanda 
de empleo y a cuántas iniciativas se requieran para me-
jorar su empleabilidad. 

Por su parte, Provivienda, contempla un Programa de 
Mediación en Alquiler, entre propietarios y quienes tie-
nen dificultades para acceder a una vivienda. Un pro-
yecto que se  dirigió en su inicio a los jóvenes y que 
posteriormente se amplió a otros grupos de riesgo de 
exclusión. 

Conforme se indica en su página web, a través de los 
distintos programas ha creado una bolsa de viviendas 
que ofrece tranquilidad a las personas propietarias 
gracias al seguimiento del contrato, ofreciendo una se-
rie de servicios gratuitos relacionados con la selección 
de inquilinos, formalización del contrato, etc. Una me-
diación que añade un valor social a las gestiones del 

alquiler dado que de otra forma las personas inquilinas 
no hubiesen podido acceder a un recurso residencial.  

Es por tanto la mediación un programa necesario que 
necesita de respaldo público de las distintas admi-
nistraciones, tal y como se puso de manifiesto en la 
queja de oficio 17/0036. Teniendo como marco tanto la 
Ley 4/2013 de 1 de octubre, de medidas para asegurar el 
cumplimiento de la Función Social de la vivienda, como 
la Ley 1/2010, de 8 de marzo, reguladora del derecho a la 
Vivienda en Andalucía, se valoró el impacto en la ciuda-
danía del Programa de intermediación en el Mercado 
del Alquiler de vivienda en Andalucía y el de Cesión de 
viviendas a Entes Públicos, para el alquiler a un precio 
asequible a aquellas personas previamente inscritas en 
los registros municipales de demandantes de vivienda 
protegida. 

El denominado Plan PIMA, que a priori no pareció haber 
tenido un calado en la población destinataria, que en-
tendíamos requería una reflexión al amparo de la nor-
mativa vigente, el anterior plan de Vivienda y Rehabili-
tación de Andalucía 2016-2020 y en concreto al artículo 
41 y 43 que regulaba los programas de intermediación y 
de alquiler de edificios deshabitados, como medidas de 
fomento del parque residencial de viviendas de alquiler. 

En los distintos informes que hemos recibido de la hoy 
Consejería de Fomento, Articulación del Territorio y 
Vivienda se ha puesto en conocimiento la necesidad 
de potenciar el mercado del alquiler dentro del sector 
más desfavorecido de la sociedad reformulando dicho 
programa. 

En este sentido, se trabajó en un proyecto de modifica-
ción de la orden de 17 de marzo de 2013 que flexibilizara 
los requisitos para poder acceder a este tipo de ayudas 
como eran la eliminación de disponer de ingresos mí-
nimos, la simplificación del proceso de subvención y 
la ampliación del mercado potencial de viviendas en 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-los-resultados-del-programa-de-intermediacion-en-el-programa-de-alquiler-de
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arrendamiento, eliminando el requisito de que la vivien-
da haya permanecido deshabitada en los tres meses 
anteriores a la formalización del contrato de alquiler. 

El 17 de octubre de 2018, se publicó la Resolución de 4 
de octubre del mismo año, de la Secretaría General de 
Vivienda, por la que se efectúa convocatoria de ayudas 
para la concesión de pólizas de seguro de impago de 
renta y de defensa jurídica, así como multirriesgo de ho-
gar, que dé cobertura a los contratos de arrendamiento 
que se concierten dentro de los programas previstos en 
la Orden de 17 de octubre de 2013, contemplándose en 

la misma un plazo de presentación de solicitudes hasta 
el 30 de octubre de 2019. 

Una convocatoria que no tuvo el éxito esperado dado 
que, tal y como se expuso en un informe posterior, las 
personas propietarias de viviendas no deseaban incluir-
las en las bolsas creadas a tal efecto, quizás provocado 
por el procedimiento administrativo que aportaba una 
complejidad añadida a los portales web de interme-
diación de viviendas. Tras valorar estas dificultades, se 
procedió desde la propia Consejería a derogar expre-
samente la mencionada Orden en el contexto del Plan 
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Vive en Andalucía, de Rehabilitación y Regeneración 
Urbana de Andalucía 2020/2030. 

Tras la valoración de la información aportada en años 
anteriores, en 2022 se consideró dirigir a la Consejería 
Resolución en el sentido de Sugerir que se “revisen los 
criterios y requisitos por los que anteriormente se ha 
regido el Plan PIMA, a fin de corregir los problemas que 
pudieron dar lugar a su fracaso, debiéndose valorar, 
especialmente, la necesidad de participación de los 
agentes o entidades colaboradoras” 

Ante la mencionada Sugerencia, en marzo de 2023 se 
aporta un informe en el que nos trasladan los progra-
mas destinados a satisfacer el derecho a la vivienda, 
como son el programa de fomento del parque público 
de viviendas protegidas en alquiler, el Bono Alquiler Jo-
ven y  las líneas referidas a ampliar la oferta de viviendas 
en alquiler a través del programa de ayuda a las víctimas 
de violencia de género, personas objeto de desahucio 
de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras per-
sonas especialmente vulnerables, entre otras.  

Unas ayudas que si bien son necesarias para la pobla-
ción más vulnerable, no ofrecen en muchos casos so-
luciones a quienes, tal y como hemos puesto de ma-
nifiesto, buscan una vivienda encontrándose con la 
desconfianza de la persona propietaria. 

Es por ello que, a juicio de esta Defensoría, es necesario 
contar con un programa de intermediación del alqui-
ler que ofrezca una mediación real y efectiva entre 
propietario e inquilino teniendo en cuenta algunos 
de los principios rectores antes mencionados como 
son  el carácter plurianual de las ayudas,la interven-
ción de personal de la administración que ofrezca 
seguridad tanto a los inquilinos como a los propieta-
rios, incluyendo compromisos de inserción sociola-
boral que mejore la situación socioeconómica de las 
personas destinatarias a través del mercado laboral.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-suscriban-nuevos-acuerdos-para-programas-de-intermediacion-en-el-programa-de-alquiler-de
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